
Bogotá D.C., agosto de 2026

Doctor

DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ

Secretario General

Senado de la República de Colombia

Asunto: Radicación Proyecto de Ley "Por medio de la cual las victimas de abuso

sexual por parte de sus padres no estarán obligadas a asistirlos económicamente"

De manera atenta y respetuosa y en consideración a los artículos 139 y 140 de la

Ley 5 de 1992 presento a consideración del Senado de la República el Proyecto de

Ley "Por medio de la cual las victimas de abuso sexual por parte de sus padres no

estarán obligadas a asistirlos económicamente"; iniciativa legislativa que cumple

con las disposiciones correspondientes al orden de redacción consagrado en el

artículo 145 de la citada Ley. Agradezco disponer el trámite legislativo previsto en

el artículo 144 de la Ley 5 de 199 respecto del siguiente proyecto.

Cordialmente,

J AN PULIDO HERNÁNDEZ

SENADOR DE LA REPÚBLICA
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PROYECTO DE LEY No DE 2026

"Por medio de la cual las victimas de abuso sexual por parte de sus padrea no

estarán obligadas a asistirlos económicamente"

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

Artículo 1. Objeto, La presente ley tiene por objeto proteger a las personas que

hayan sido víctimas de abuso sexual por parte de sus padres, evitando que, corno

consecuencia de tales hechos, se vean posteriormente obligadas a brindaries

.atencia económica o aLrnentos. Para ello se adiciona un parágra o al artículo

- del Código Civií, a fin de establecer que los delitos contra la libertad,

gridad y formación sexuales cometidos por el padre o la madre contra sus

hilos biológicos, adoptivos o de crianza, constituyen injuria atroz y dan lugar a la

exoneración total y definitiva de la obligación alimentaria respecto del progenitor

condenado.

ha presente ley busca proteger la dignidad hurraca, la integridad personal y los

derechos de quienes hayan sido 'ucti rgas de violencia sexua:l durante la infancia, la

adolescencia o en cualquier otra etapa de su vida, y evitar su revctimización

dentro de los procedimientos judiciales o administrativos relacionados con la

hjaclor,, reconocimlcnto, modiflcaclon, revls!ón, exoneración o exigibllldad oc

alimentos.

Artículo 2. Adiciónese un parágrafo al artículo 414 dei Código Civil, el cual

quedará así;

ARTÍCULO 414. ALIMENTOS CONGRUOS. (a..)

i arác rafc. gin perjuicio de las demás causales de reducción, cesación,

extinción o exoneración de la obligación alimentaria contempladas ene!



c

resente Código o en legislación especial, constituyen injuria atroz los delitos

contra la libertad, integridad y formación sexuales previstos en el Título IV del

Libro Segundo de !a Ley 599 de 2000, o en las normas que la modifiquen,

adicionen o sustituyan, cuando hayan sido cometidos por el padre o la madre,

contra su hija o hijo bioiógico, adoptivo o de crianza_

Guando exista sentencia penal condenatoria eiecutoriada por alguna de estas

conductas, el juez competente deberá declarar la exoneración total y

definitiva de ta obligación alimentaria del hijo o hija respecto de la madre o

ladre condenadoLsin_e pueda controvertirse nuevamente !a existencia del

hecho ni la responsabilidad_ penal declarada. La presente causal podrá

ale arse como excepción dentro dei respectivo proceso judicial, en sede

adrn nistrativa ante la imposición de alimentos provisionales, o solicitarse

mediante demanda cuando exista una obligación alimentaria previamente

reconocida.

Artículo 3. Aplicación a los procesos en curso, !_a presente ley será aplicable a

los procesos judiciales y procedimientos administrativos que se encuentren en

curso al momento de su entrada en vigencia, siempre que en ellos deba decidirse

sobre el reconocimiento, fijación, modificación, revisión, exoneración o exigibilidad

de obligaciones alimentarias de los hijos hacia los padres.

Artículo 4. Protección del padre o madre en situación de vulnerabilidad.

Cuando el padre o madre respecto de quien se suspenda o ext:nga la colgador

alimentaria alegue encontrarse en situación de vulneraoi]idad, pobreza.

discapacidad c carencia absoluta de redes de apoyo, el juez o la autoridad

administrativa competente, oficiará a la entidad territorial respectiva para que, en

el marco de sus competencias, evalúen su situación y adopten las medidas

necesarias para ga antizar su acceso efectivo a la oferta institucional existente.

Artículo 5. Aplicación e interpretación de la presente ley. Las disposiciones de

la presente ley deberán interpretarse y aplicarse de conformidad con la dignidad

humana, el interés superior y la prevalencia de los derechos de los niños, niñas y

adolescentes, la protección integral de la familia, el principio de igualdad entre las

distintas formas de filiación y la prohibición de revictimizació n.

En todas las actuaciones judiciales y administrativas se evitará exigir a la persona

beneficiaria de la causal la repetición innecesaria del relato de los hechos, su

confrontación directa con el padre o madre condenado o la práctica de pruebas



dirigidas a controvertir nuevamente la conducta punible o la responsabilidad
penal declaradas mediante sentencia ejecutoriada.

Artículo 6. Vigencia y deroga rías. La presente ley rige a partir de su sanción y

promulgación y deroga todas las posiciones que le sean contrarias.
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Proyecto de Ley No. ! de 2026 Senado

"Por medio de la cual !as victimas de abuso sexual por parte de sus padres no

estarán obligadas a asistidos económicamente"

1. Exposición de motivos.

1. Objeto de la iniciativa legislativa.

El presente proyecto de ley tiene por objeto adicionar el artículo 414 del Código

Civil, con el fin de establecer expresamente que los delitos contra la libertad,

integridad y formación sexuales cometidos por el padre o la madre contra su hijo

o hija biológico, adoptivo o de crianza constituyen injuria atroz, en los términos de

dicho Código. y dan lugar a la exoneración total v definitiva de la obligación

alimentaria del hijo o hia respecto del progenitor condenado.

La iniciativa busca precisar el alcance de una causal ya contemplada de manera

general en el ordenamiento civil colombiano, pues el artículo 414 del Código Civil

dispone que la obligación de prestar alimentos cesa enteramente cuando el

alimentario incurre en injuria atroz contra la persona obligada. Sin embargo, la

disposición no menciona expresamente los del:bos sexuales cometidos por los

padres contra sus hijos ni determina con claridad los efectos que debe producir

una sentencia penal condenatoria ejecutoriada dentro de un proceso de

alimentos.

Así las cosas, el proyecto de ley no parte de la inexistencia absoluta de

mecanismos de exoneración, sino que su finalidad específica es dotar al

ordenamiento jurídico de una regla inequívoca según la cual la comisión, por

parte de un padre o una madre, de un delito contra la libertad, integridad y

formación sexuales de su hijo o hija, acreditada mediante sentencia penal

condenatoria ejecutoriada, constituye en todo caso injuria atroz y extingue :ot.a!

definitivamente la obligación alimentaria de la persona que fue víctima.

La iniciativa también tiene por objeto evitar la revictimización de la persona

afectada. Para ello, establece que, cuando exista sentencia penal condenatoria

ejecutoriada, el juez o la autoridad administrativa competente no podrá volver a

controvertir la existencia del delito ni la responsabilidad penal declarada. En este

sentido, la actuación deberá limitarse a verificar la identidad de las partes, el

vínculo familiar, la naturaleza de la conducta, la condición de víctima del hijo o

hija y la ejecutoria de la providencia.



Asimismo, el proyecto regula los mecanismos mediante los cuales podrá hacerse

valer la causal, bajo el entendido de que esta podrá alegarse como excepción o

medio de defensa dentro del proceso de fijación, modificación, revisión, ejecución

o exigibilidad de alimentos; podrá invocarse ante la autoridad administrativa

competente frente a la fijación de alimentos provisionales; y podrá solicitarse

mediante demanda de exoneración cuando la obligación alimentaria haya sido

reconocida previamente mediante sentencia, conciliación, acuerdo u otro título

exigible.

La reforma se aplicará sin perjuicio de las demás causales de reducción, cesación

o exoneración reconocidas por la legislación y la jurisprudencia . En consecuencia,

la inexistencia de una sentencia penal condenato'ia no impedirá que el hijo o hija

invoque y demuestre otras formas de injuria grave o injuria atroz.

Finalmente, el proyecto busca armonizar la protección de las víctimas con los

deberes estatales respecto de las personas mayores o en situación de

vulnerabilidad. Por ello, dispone que el padre o madre condenado que se

encuentre en condiciones de pobreza, discapacidad, abandono, dependencia o

ausencia de redes de apoyo deberá ser remitido a la oferta institucional

correspondiente.

En síntesis, el objeto de la iniciativa es garantizar que la obligación alimentaria no

se convierta en un mecanismo de prolongación de la violencia ni en una fuente

de nuevas cargas económicas, emocionales o procesales para quien fue víctima

de violencia sexual por parte de su propio padre o madre. La reforma pretende

ofrecer una respuesta legal expresa, uniforme y garantiste que enteja la dignidad

humana, la integridad personal, los derechos de las víctimas, el debido proceso y

la prohibición de mvictimización.

2. Marco normativo vigente.

La obligación alimentarla entre padres e hl;os forma parte del sistema de

solidaridad familiar previsto en el ordenamiento jurídico colombiano y su finalidad

es garantizar que quien carece de los recursos necesarios para procurarse una

subsistencia digna pueda exigir, amparado en la ley, la asistencia de

determinados integrantes de su familia, siempre que concurran los presupuestos

normativos para ello.

Sin embargo, la solidaridad familiar no constituye un deber absoluto, ilimitado ni

desligado del comportamiento de quien reclama los alimentos, ya que el propio

Código Civil reconoce que determinadas conductas graves cometidas por el



alimentario contra la persona obligada a suministrarlos pueden reducir o

extinguir la obligación, como se detallará en líneas subsiguientes.

2.1. Fundamentos constitucionales.

2.1.1. Dignidad humana y Estado social de derecho.

El artículo 1.° de la Constitución Política define a Colombia como un Estado social

de derecho fundado, entre otros principios, en el respeto de la dignidad humana y

en la solidaridad de las personas que lo integran. En este sentido, la dignidad

humana es, simultáneamente, principio fundante del Estado, derecho

fundamental y criterio de interpretación de todo el ordenamiento jurídico'.

En materia de alimentos, la dignidad fundamenta el derecho de las personas que

se encuentran en situación de necesidad a obtener los medios indispensables

para una existencia digna. No obstante, también protege a quien sería obligado a

suministrarlos frente a cargas que detconozc:r su autonomía, `lt_'7n`ac sic,=.

Úsicolcgica o ccnoic!on de víctima.

Por cons guiente, la dignidud no puede ser examinaba únicamente desde la

perspectiva del padre o madre que reclama alimentos, sino también desde la

óptica del hijo o hija que fue objeto de violencia sexual por parte de ese mismo

progenitor, por cuanto imponerle la obligación de garantizar la subsistencia de

quien vulneró gravemente su libertad, integridad y formación sexuales puede

prolongar la subordinación derivada del abuso, reactivar afectaciones

emocionales y convertir el proceso alimentario en un nuevo escenario de

violencia fnstitucionai o revictirrización.

2.1.2. Solidaridad familiar.

El artículo 1.° y el numeral 2 del artículo 95 de la Constitución Política, reconocen la

solidaridad como principio fundante y como deber de las personas. En el ámbito

far-niliar, este principio se concreta, entre otras instituciones, en las obligaciones

alimentarias.

Así las cosas, la solidaridad familiar presupone una comunidad de apoyo, cuidado,

respeto y asistencia recíproca, pero no puede interpretarse como una obligación

ciega que opere con independencia de las conductas desplegadas por sus

integrantes. En este contexto, la Corte Constitucional ha sostenido que el deber

alimentado se encuentra ligado a la protección de la familia, al mínimo vital ya la

Corte Constitucional, sentencia T- 881 de 2002. Link de visualización:

https://ww v.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2002/T-881-02. htm
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dignidad, pero también ha reconocido que el maltrato grave puede romper los

vínculos de protección, afecto y solidaridad que justifican la obligación2.

En la Sentencia C-412 de 2025, la Corte advirtió expresamente que los hijos

biológicos y adoptivos víctimas de maltrato pueden resultar revictimizades si se

les obliga a suministrar alimentos a quien incumplió previamente sus deberes de

protección y cuidado. Asimismo, señaló que no resulta constitucionalmente

admisible mantener obligaciones alimentarias cuando el progenitor ha

quebrantado los deberes de protección, solidaridad, afecto y respeto hacia sus

descendientes.

La solidaridad familiar, entonces, no ruede convertirse en un instrumento para

trasladar a la víctima las consecuencias económicas de la vejez o vulnerabilidad

de su agresor. !_a protección social de la persona condenada, cuando se

encuentre en situación de necesidad, debe ser asumida mediante la oferta

institucional del Estado, sin restablcer una obligación privada cuya base ética y

jurídica fue destruida por la violencia sexual.

2.1.3. Protección constituciona9 de la familia.

Los artículos 5.° y 42 de la Constitución reconocen a la famiiia como institución

básica i núcleo fundamental de la sociedad. y como tal, el Estado y la sociedad

deben garantizar y concurrir en su protección integral.

No obstante, el artículo 42 dispone igualmente que cualquier forma de violencia

en la familia se considera destructiva de su armonía y unidad y debe ser

sancionada conforme a la ley. De esta disposición se desprende que la protección

constitucional de la familia no puede utilizarse para preservar formalmente

relaciones en las que uno de sus integrantes rc s e'rcido violencia sexual contra

otro.

Bajo este entendido, la protección constitucional recae sobre relaciones familiares

compatibles con la dignidad, la igualdad, el respeto y el libre desarrollo de sus

integrantes. No existe entonces un mandato constitucional de mantener

consecuencias patrimoniales favorables para quien destruyó la armonía familiar

mediante una de las formas más graves de violencia, y por tal razón, el legislador

puede establecer que determinadas conductas sean incompatibles con el

derecho a reclamar alimentos, siempre que la medida sea razonable,

proporcional, respete el debido proceso y se aplique sin discriminación por razón

del origen familiar.

' Corte Constitucional, sentencia C-412 de 2025. Link de

visualización:https://www.certeconstitucional.gov.co/relatoria/2 025/C-412-25.htm



2.1.4. Igualdad entre los hijos y pluralismo familiar.

Los artículos 13 y 42 de la Constitución prohíben la discriminación por razón del

origen familiar y reconocen igualdad de derechos y deberes entre todos los hijos.

Esta garantía comprende a los hijos biológicos, adoptivos y, conforme al desarrollo

legislativo y jurisprudencia) reciente, a los hijos de crianza.

La Ley 2388 de 2024 incorporó a los hijos y padres de crianza como titulares de

derechos y obligaciones alimentarias, y posteriormente, la Sentencia C-411 de 2025

declaró que los padres e hijos de crianza deben entenderse incluidos entre los

beneficiarios de alimentos congruos y en el orden de prelación del artículo 416 del

Código Civil. La Corte constató que excluirlos implicaba una omisión legislativa

relativa contraria a la igualdad y al pluralismo familiar.

A su vez, la Sentencia C-412 de 2025 declaró condicionalmente exequible el

parágrafo incorporado por la Ley 2388 de 2024 al artículo 411 del Código Civil, en el

entendido de que la exoneración por maltrato físico o psicológico prevista

inicialmente para los hijos de crianza también se aplica a los hijos biológicos y

adoptivos.

En virtud de este marco, la causal propuesta por el proyecto debe operar de

manera igualitaria respecto de hijos biológicos, adoptivos y de crianza.

2.1.5. Libre desarrollo de la personalidad.

El artículo 16 de la Constitución reconoce el derecho al libre desarrollo de la

personalidad, limitado únicamente por los derechos de los demás y el orden

jurídico. Este derecho comprende la facultad de cada persona para definir su

proyecto de vida, desarrollar su autonomía y adoptar decisiones libres de coacción

indebida.

La violencia sexual intrafamiliar constituye una afectación profunda de la

autonomía corporal, emocional y sexual de la víctima. Obligar posteriormente al

hijo o hija a mantener una relación económica forzada con el progenitor

condenado puede afectar la reconstrucción de su proyecto de vida y prolongar

una relación de dominación que el ordenamiento debe contribuir a superar.

2.7.6. Debido proceso, derecho de contradicción y defensa y seguridad

jurídica.



El artículo 29 de la Constitución Política garantiza el debido proceso en las

actuaciones judiciales y administrativas. La iniciativa legislativa respeta esta

garantía al condicionar la aplicación automática de la causal especial a la

existencia de una sentencia penal condenatoria ejecutoriada.

La ejecutoria implica que la responsabilidad fue determinada dentro de un

proceso en el que el acusado contó con garantías de defensa, contradicción,

presunción de inocencia, juez competente y recursos judiciales. La autoridad que

conozca posteriormente del proceso alimentario no estaría llamada a volver a

juzgar penalmente los hechos, sino a verificar:

m La identidad del padre o madre condenado.

o La relación familiar con el hijo o hija que invoca la causal.

e Que la condena corresponda a uno de los delitos comprendidos en el Título
IV del Libro Segundo del Código Penal.

• Que la conducta haya sido cometida contra quien debe suministrar los
alimentos.

• Que la sentencia se encuentre ejecutoriada.

2.2. Régimen civil de la obligación alimentaria.

2.2.1. Titulares del derecho de alimentos.

El artículo 411 del Código Civil determina las personas a quienes se deben

alimentos. Para el objeto del proyecto resultan especialmente relevantes los

descendientes y ascendientes, categorías que comprenden las relaciones entre

hijos y padres biológicos y adoptivos.

La Ley 2388 de 2024 adicionó como titulares a los hijos y padres de crianza y la
Sentencia C-411 de 2025 extendió a estas relaciones el régimen de alimentos

congruos y su ubicación en el orden de prelación.

De esta regulación se desprende que la obligación entre padres e hijos es

recíproca: durante la niñez y, en determinados casos, después .de la mayoría de

edad, los padres deben alimentos a sus hijos; posteriormente, los padres, pueden

reclamarlos a sus descendientes cuando se encuentren en situación de necesidad

y estos cuenten con capacidad económica.



2.2.2. Requisitos para exigir alimentos.

La jurisprudencia ha identificado tres presupuestos esenciales para la exigibilidad

de una obligación alimentaria3:

o La existencia de un título jurídico: debe existir una disposición legal,

convención o testamento que establezca la obligación. En las relaciones

entre padres e hijos, el título deriva principalmente del artículo 411 del

Código Civil.

La necesidad dei alimentario: quien reclama debe demostrar que carece de

los medios suficientes para satisfacer por sí mismo las necesidades que

integran una subsistencia digna.

n La capacidad económica del alimentante: la persona demandada debe

contar con recursos que le permitan contribuir sin comprometer

injustificadamente su propia subsistencia y las obligaciones preferentes a

su cargo.

Los alimentos no se derivan automáticamente de la edad del padre o madre ni de

la sola relación de parentesco. Deben acreditarse todos los presupuestos de

exigibilidad y verificarse que no exista una causal legal de reducción o

exoneración.

2.2.3. Injuria grave e injuria atroz.

El artículo 414 contempla dos consecuencias diferentes:

a Cuando el alimentario se hace culpable de injuria grave contra quien debe

suministrarle alimentos, la obligación se limita, en términos generales, a los
alimentos necesarios.

a Cuando existe injuria atroz, cesa enteramente la obligación de prestar

alimentos.

El artículo utiliza expresiones históricas relacionadas con "delitos graves" y "delitos

leves", categorías que no corresponden de manera directa a una clasificación

general del Código Penal vigente. Esta circunstancia puede generar

incertidumbre respecto de cuáles conductas producen una simple reducción y

cuáles extinguen completamente la obligación.

3 Ver sentencias C-994 de 2004, T-340 de 2018, C-412 de 2025 de la Corte Constitucional.



La adición propuesta supera esa indeterminación respecto de la violencia sexual

parenta!, al establecer que todos los delitos comprendidos en el Título IV del Libro

Segundo del Código Penal constituyen injuria atroz cuando son cometidos por el

padre ola madre contra su hijo o hija.

La norma .engría carácter especial frente a la cláusula general del artículo 414.

Además, no eliminaría las demás hipótesis de injuria grave o atroz ni impediría

que una persona sin sentencia penal condenatoria invoque otras causales

vigentes, incluido el maltrato físico o psicológico reconocido por la Ley 2388 de

2024 y la Sentencia C412 de 2025.

2.2.4. Duración, modificación y extinción.

El artículo 422 ael Código Civil dispone que los alimentos se deben durante toda

la vida del alimentario mientras continúen las circunstancias que legitimaron la

demanda. La obligación puede revisarse cuando cambian la necesidad del

beneficiario, la capacidad del obligado o los demás presupuestos que sirvieron

para fijarla. La muerte del alimentario extingue la obligación por tratarse de un

derecho de carácter personal y las regias complementarias se encuentran en los

artículos 419 a 426 del Código Civi'.

A estas causales generales se suman:

_a injuria grave, que reduce la obiigación.

La injuria atroz, que la extingue.

_l maltrato físico o psicológico del padre o madre contra el hijo, como

causal especial de exoneración reconocida por el régimen vigente.

ca causal específica de violencia sexual aue propone esLe proyecto de ley.

2.3. Código de la infancia y la Adolescencia.

La Le,. 1098 de 2006 desarrolla el sistema de protección integral de ios niños,

niñas y adolescentes. Para el objeto del proyecto resultan especialmente

relevantes:

Los artículos 7.°, 8.° y 9.°, relativos a la protección integral, el interés superior

y la prevalencia de los derechos de los niños.

e F_I artículo 18, que reconoce el derecho a la integridad personal y a la

protección contra acciones que causen muerte, daño o sufrimiento físico,

sexual o psicológico.



El artículo 20, que contempla derechos especiales de protección frente a

violaciones, inducción o constreñimiento a la explotación sexual y demás

conductas que afecten la libertad, integridad y formación sexuales.

E! artículo 25, sobre debido proceso en las actuaciones administrativas y

judiciales que involucren a niños, niñas y adolescentes.

& E! artículo 39, que impone a la familia deberes de protección y le exige

abstenerse de actos que amenacen o vulneren los derechos de sus

integrantes.

+ El artículo 41, que establece obligaciones del Estado en prevención.

protección y restablecimiento de derechos.

+ Los artículos 102 a 200, que contienen criterios especiales para los procesos

penales en los que los niños, niñas o adolescentes sean víctimas de delitos.

El artículo 193 exige que las autoridades actúen de manera que se proteja la

dignidad, intimidad y demás derechos de los menores de edad, se evite causarles

nuevos daños y se tengan en cuenta sus opiniones, necesidades y condiciones

par tic olares.

Estas disposiciones resultan pertinentes incluso cuando el proceso de alimentos

se promueve años después de ocurridos los hechos y la víctima ya es adulta. La

mayoría de edad no elimina la gravedad del incumplimiento de los deberes

parentales ni convierte en jurídicamente irrelevante la violencia sufrida durante la

infancia.

2.4. Legislacs'ón penal.

El Título IV del Li >m Segundo de la Ley 590 de 2000 regula los delitos contra la

-s rtad, integridad y formación sexuales. La aplicación de la causal conforme a la

presente iniciativa, exige que la víctima del delito sea el mismo hijo o hija a quien

se pretende imponer la obligación alimentaria. No sería suficiente que el

progenitor hubiera sido condenado por un delito sexual cometido contra una

persona diferente.

2.5. Código General del Proceso y competencia para decidir.

El artículo 21, numeral 7, del Código General del Proceso atribuye a los jueces de

familia, en única instancia, el conocimiento de los procesos de fijación, aumento,

disminución y exoneración de alimentos, as como de !a oferta, ejecución y

restitución de pensiones alimentarias.
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El artículo 397, actualmente denominado "Alimentos a favor del mayor de edad",

contiene regias sobre alimentos provisionales, modificación, exoneración y

ejecución.

La causal propuesta a través del presente proyecto de ley puede operar en tres

escenarios:

Como excepción o medio de defensa en el proceso en el que el padre o

madre solicita la fijación de alimentos.

* Como fundamento de una demanda de exoneración, cuando la cuota ya

fue establecida por sentencia, conciliación u otro título.

® Como oposición dentro de la actuación administrativa competente, cuando

se pretenda imponer provisionalmente alimentos a favor de una persona

mayon

rü:ana s'n de una obH ación pre'VIameme reconocida. la sentencia penal

condenatoria no debería producir por sí sola la desaparición material del título sin

una decisión de la autoridad competente. No obstante, acreditados los

presupuestos legales, la autoridad tendría el deber de declarar la exoneración , sin

reabrir la discusión sobre la existencia del delito y la responsabilidad penal.

2.6. Régimen especial de alimentos para personas mayores.

El artículo 46 de la Constitución establece que el Estado, la sociedad y la familia

concuróran en la protección y asistencia de las personas mayores. Este mandato

se des,zrrofa en la Ley 1231 de 2008, que busca proteger, promover, restablecer y

defender sus derechos, así como orientar las políticas de envejecimiento y veje_z.

La Ley 1850 de 2017 adic onó el artículo 34A a la Ley 1251 de 2008 y conforme a

esta disposición, cuando no se alcance una conciliación sobre alimentos a fa vor

de una persona mayor, el comisario de familia puede fijar una cuota provisional y

debe remitir el expediente a la Defensora de Familia para la presentación de la

demanda ante el juez competente.

La Ley 2126 de 2021 confirmó expresamente como función de los comisarios de

familia la fijación provisional de alimentos para personas adultas mayores, de

acuerdo con el artículo 34,E de .a Ley 1251 de 2008.

Por tanto, la expresión del proyecto que permite alegar la causal "en sede

administrativa ante la imposición de alimentos provisionales" tiene un campo de

aplicación jurídicamente identificable, pero debería relacionarse expresamente



con las autoridades y competencias previstas en las Leyes 1251 de 2008, 1850 de

2017 y 2126 de 2021.

Ahora bien, la protección reforzada de las personas mayores no significa que todo

hijo deba suministrar alimentos sin consideración a la conducta del padre o

madre. La Sentencia STC12488-2025 destaca la importancia de la solidaridad

familiar durante el envejecimiento, pero también reconoce que el Estado tiene

responsabilidades de protección y asistencia`.

Así !as cosas, cuando el padre o madre haya sido condenado por violencia sexual

contra el hijo obligado, la remisión a la oferta institucional prevista en el artículo

4° del proyecto permite armonizar los derechos de .a persona mayor con la

dignidad y los derechos de la víctima. El Estado puede garantizar acceso a

programas sociales, salud, cuidado, alojamiento o asistencia alimentaria sin

imponer nuevamente la carga a quien sufrió la violencia.

2.7. Leyes especiak s sobre violencia sexual, violencia intrafamilrar y

protección de víctimas.

2_.7.1. Ley 1146 de 2007.

La Ley 1146 de 2007 establece normas para la orev nc:ón de la violencia sexual y la

atención integral de los niños, niñas y adolescentes abusados sexualmente.

Reconoce la violencia sexual como todo acto o comportamiento de tipo sexual

ejercido mediante fuerza o cualquier forma de coerción fís;ca, psicológica o

emocional, aprovechando las condiciones de indefensión, desigualdad

relaciones de poder existentes entre víctima y agresor.

Esta definición es particluarmente relevante cuando el responsable es el padre c

la madre; debido a la autoridad, dependencia, confianza y poder inherentes a !a

relación parental.

2.7.2. Ley 72.57 de 2008.

La Ley 1257 de 2008 contiene normas para garantizar a las mujeres una vida libre

de violencia, tanto en el ámbito público como privado. Define formas de violencia,

reconoce derechos de las víctimas y establece medidas de sensibilización,

prevención, protección y atención.

Corte Su,ererna de Justic:a. Sala de Casación Civil, Agraria y Rural STC12488-2025, 14 de

agosto de 2026 M.P. Juan Carlos Sosa Londoño. Link de visualización:

https://archivodigitalapi.cortesu prema_gov.co/share/2025/10/Sen tencias/STC12488-2025.pdf



Su ámbito resulta especialmente relevante para niñas, adolescentes y mujeres

adultas víctimas de violencia sexual cometida por sus padres. Sin embargo, la

protección propuesta por el proyecto debe formularse de manera neutral

respecto del sexo o género de la víctima, pues los niños, adolescentes y hombres

adultcs también pueden ser víctimas de delitos Sexuales Intrafamlllares.

2.$. Jurisprudencia constitucional relevante.

2,8.1. Maltrato parentai coma causal de exoneración.

La Sentencia C-412 de 2025 constituye el precedente más importante para el

proyecto, pues en esta oportunidad, la Corte examinó el parágrafo del artículo 9.°

de la Ley 2388 de 2024, según el cual los hijos de crianza deben alimentos a sus

padres de crianza siempre que no hayan padecido maltrato físico o psicológico.

El Alto Tribunal constitucional declaró la disposición exequible bajo el entendido

de que la exoneración por maltrato ta mC n se aplica a Hos bi 'ióg:cos

adoptivos, y estableció que:

e Todos los hijos pueden encontrarse expuestos al maltrato de sus parir s.

a Exigir alimentos a quien fue víctima puede generar revictimización.

a El maltrato supone el incumplimiento de d=eberes parentales de protecc ón,

solidaridad, afecto y respeto.

• La causal especial por maltrato ea distinta de las causales generales de

injuria grave e injuria atroz del artículo 414.

• La aplicación de la causal debe ser valorada por la autoridad competentes

de acuerdo con los principios que rigen los alimentos.

Esta decisión confirma la constitucionalidad de que el legislador module o

extinga la obligación alimentaria cuando el beneficiario incumplió gravemente

sus deberes parentales. En este contexto, el proyecto profundiza esa línea al

identiicar una hipótesis de máxima gravedad (la violencia sexual declarada

mediante sentencia penal eje: utoriada) y atribuirle una consecuencia jurídica

clara.

2.8.2. Prohibición de revictimb ación.

En la Sentencia T-341 de 2023, la Corte examinó un asunto relacionado con el

contacto entre una niña y ssu padre en un contexto de presunta violencia sexual.

La Corte destacó que no creer el relato, omitirlo, someter a la víctima a

interrogatorios inadecuados o imponer contactos sin evaluación suficiente puede

S Link de visualización: https:/; vwv.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2023/T-341-23.htm



producir revictimización. También exigió considerar la voluntad de la niña y

garantizar acompañamiento especializado.

La Sentencia T-124 cle 2026 reiteró que uno o ambos progenitores pueden

constituir un factor de riesgo en contextos de violencia intrafamiliar o sexual.

Advirtió que imponer la continuidad de vínculos o contactos sin evaluación

rigurosa puede cenerar revicti,mización o reiteración de las conductas lesivas.

Aunc e ca as decisiones de tutela resolvieron casos concretos, sus razones

constituyen precedente constitucional relevante para interpretar los deberes de

protección de las autcridades.

3. Necesidad de 3a iniciativa legislativa.

3.1. Delimitación de !a necesidad regulatoria.

La obiigación de ios hijos de suministrar alimentos a sus padres tiene fundamento

en el parentesco y en el principio de solidaridad familiar. No obstante, dicha

solidaridad no es absoluta ni puede operar de manera indiferente frente al

comportamiento de quien pretende beneficiarse de ella. El ordenamientojurídico

colombiano reconoce que existen conductas del alimentario suficientemente

graves para reducir o ext ng'u r su derecho a recibe al!mentos.

En la actualidad, el artículo 414 del Código Civil contiene la regulación general

sobre esta materia. La disposición establece dos consecuencias distintas: Cuando

e! alimentario se ha hecho culpable de injuria grave contra la persona obligada a

suministrarle alimentos, la prestación se limita a los alimentos necesarios para la

subsistencia; cuando se conagura una inlur!a atroz, la oci!Gacion alimentarla cesa

enteramente. El mismo artículo dispone que constituyen injuria atroz los "delitos

graves" y aquellos "delitos leves" que entrañen un ataque contra la persona

obligada a prestar alimentos, mientras que los demás delitos leves contra sus

derechos individuales constituyen injuria grave.

El vacío que pretende superar el proyecto no consiste en la ausencia absoluta de

una defensa, sino en la falta de una regla expresa, contemporánea, uniforme y

suficientemente determinada que establezca que la violencia sexual cometida

por un padre o una madre contra su hijo o hija constituye, en todo caso, injuria

atroz y que, cuando haya sido declarada mediante sentencia penal condenatoria

ejecutoriada, produce la exoneración total y definitiva de la obligación alimentaria.

Link de visualización: https:/Awv,vv✓.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2026/T-124-2ó.htm
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La necesidad de la reforma se encuentra, por tanto, en que el artículo 414 emplea

categorías penales históricas que no corresponden claramente con la estructura

del Código Penal vigente y deja un amplio margen interpretativo que puede

producir decisiones diferentes ante Situaciones materialmente equivalentes.

La propia Sentencia C-412 de 2025 reconoció que las categorías de injuria grave e

injuria atroz fueron concebidas en contextos históricos anteriores a las

Constituciones de 1886 y 1991 y que podrían resultar anacrónicas frente a! orden

constitucional vigente. La Corte también advirtió que. debido a que los procesos

de alimentos se tramitan en única instancia, existe un desarrollo jurisprudencia!

limitado de las altas cortes y de !os tribunales de familia sobre el significado

concreto de estas categorías.

Bajo este entendido, el proyecto no pretende reemplazar la causal general de

injuria atroz, ni restringir !as demás formas de exone(acón reconocidas por !a ley y

la jurisprudencia, sino que su propósito es especificar una de sus manifestaciones

más graves, eliminar dudas sobre su calificación y establecer una consecuencia

civil clara cuando la responsabilidad penal del progenitor ya ha sido definida

judicialmente.

3,2. Dimensión rn terial dei problema: violencia sexual contra niños, niñas y
adolescentes.

La necesidad del proyecto debe analizarse a partir de la magnitud de la violencia

se .ual sufrida por niños, niñas y adolescentes es Colombia. Las cifras oficiales

muestran que no se trata de situaciones excepcionales ni aisladas, sino de un

fenómeno persistente, de gran alcance y estrechamente relacionado con iOS

entornos familiares de confianza.

El Informé Anual 2024 del Comité Iriterinstituciona! Consultivo para la Prevención

de la Violencia Sexual y la Atención Integral de los Niños, Niñas y Adolescentes

Víctimas, elaborado con participación de! Instituto Colombiano de Bienestar

Familiar, reportó que durante 2024 fueron nctificados al Sistema Nacional de

Vigilancia en Salud Pública --SIVICILA-- 43.770 casos de violencia sexual en

Colombia. De ese total, 34.450 casos, equivalentes al 77,2 %o, correspondieron a

niños, niñas y adolescentes entre los 0 y 17 años. Frente a 2023 se registraron 1.603

eventos adicionales, lo que representó un incremento anual de! 4,8 -/o

Link de visualización del informe:

https://portaIsuin.cbf.gov.co/sites/suin/Documents/Pcl7C3 /oADticas/Ley'?0201146/INPORv1
E%20AN UAL%20COM TE%201 NTER I NSTITUCIONAL%2OCON SU LTIVO%202024%a20VF.pdf
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Las niñas y adolescentes mujeres representaron 28.512 de los 34.450 casos, es

decir, aproximadamente el 83 % de las notificaciones de violencia sexual contra

menores de edad. Los niños y adolescentes hornbms representaron 5.938 casos.

La mayor concentración se presentó entre los 10 y 14 años. grupo en el que se

notificaron 18.224 eventos; equivalente al 52,9 del total de casos contra menores

de edad.

Los datos también muestran la relevancia del entorno familiar y de confianza.

Para 2024, el informe estableció que el L3,3 % de las situaciones de violencia

sexual contra niños, niñas adolescentes había sido presuntamente cometido por

un familiar, una pareja o una persona amiga de la víctima. La categoría específica

"familiar" reunió 7.861 casos, correspondientes a! 22,8 % de las notificaciones.

De manera particularmente relevante para este proyecto, el informe calculó que

el padre fue identificado como presunto agresor en 1.997 casos, equivalentes al 5,8

la del total, mientras que la madre fue identlf:cada como presunta agresora en el

1,81 °% de los casos. Estas cifras representan únicamente los eventos conocidos y

notificados al sistema de salud y no permiten medir la totalidad real del

fenómeno, debido a las dificultades de revelación, denuncia y acceso institucional

que caracterizan la violencia sexual intrafamiiiar

Desde la perspectiva del sistema de protección administrativa, el Instituto

Colombiano de Bienestar Familiar registró en 2024 18.746 ináreses a Procesos

Administrativos de Restablecimiento de Derechos por violencia sexual. En 2023 se

habían registrado 16.946, lo que significa que entre ambos arios se produjo un

incremento de 1.800 ingresos. Entre 2020 y 2024, el sistema misional del ICBF

acumuló 87.599 ingresos pm este motivo.

El dato estadist'co mas re=levante para la iniciativa no es solamente el número de

víctimas. También lo es la constatación de que una proporción significati'ia de las

violencias ocurre dentro de espacios familiares, domésticcs o de confianza. Así las

cosas, cuando el agresor es el padre o la madre, la conducta representa

simultáneamente una vulneración de la libertad, integridad y formación sexuales,

el incumplimiento extremo de los deberes parentales de cuidado y protección y la

destrucción del fundamento de reciprocidad y solidaridad sobre di cual se

construye la obligación alimentaria futura.

Por ello, la respuesta jurídica no debe limitarse a la sanción penal. También debe

proyectarse sobre las relaciones civiles que se fundamentan, precisamente, en la

solidaridad y en el cumplimiento recíproco de los deberes familiares.



3.3. Regulación vigente del artículo 414 dei Código Civil.

El artículo 414 forma cano de: rdgimon _;ccoral do alimertos y no regula

exclusivamente la relacion entre padres e hos. Sus causales se aplican a los

diferentes titulares de obligaciones alimentarias contemplados por el Código Civil.

En este sentido, la disposición diferencia tres situaciones:

Como regla general. determinadas personas tienen derecho a recibir

alimentos congruos, es decir, aquellos que les permiten subsistir de

acuerdo con su posic;ón social.

Si el al menCario incurre en injuria gravé' contra quien debe Suministrar los

alimentos, la obligación se reduce y queda limitada a lo necesario para la
subsistencia.

Si el alimentarlo incurre en injuria atroz, cesa enteramente la obligación de

prestar alimentos.

El principal problema interpretativo surge porque el artículo 414 conserva la

clasif Icacion de "delitos graves" y "delitos leves", expresiones provenientes de una

concepción penal histórica que no coincide claramente con la sistemática general

de la Ley 599 de 2000. El Código Penal vigente clasrica las conductas por tipos

penales, bienes jurídicos, modalidades, agravantes y penas, pero no contiene una

división general y auton arre de todos los doldos entre 'graves„ y "Íe`;es" cara

efectos civ les.

Esta falta de Corresponaen la obliga al juez de familia a determinar, caso por caso:

Si el delito puede' ser considerado grave.

a Si, a pesar de no recibir esa denominación, entrara un ataque direcrc

contra el alimentante.

Si constituye injuria grave o injuria atroz.

Si la consecuencia es la reducción da !a cuota o su extinción total.

Aunque un delito sexual cometido d!rectamente contra el hijo debería ser

entendido como un ataque de máxima gravedad contra su persona, la norma no

lo declara expresamente. Esa ausencia abre un espacio de discusión que resulta

innecesario cuando la conducta ya fue tipificada, investigada,juzgada y declarada

mediante sentencia ;penal condenatoria ejecutoriada.

La reforma propuesta realiza una operación legislativa de precisión: mantiene

intacta la cláusula general, pero establece que una categoría determinada de



conductas -los delitos del Título IV del Libro Segundo del Código Penal

cometidos por el padre o la madre contra su propio hijo o hija- constituye en

todo caso injuria atroz.

De esta manera, el proyecto nc modifica la naturaleza general del artículo 414.

Tampoco pretende definir exhaustivamente todas las conductas que pueden

constituir injuria atroz. Únicamente extrae del margen interpretativo una

hipótesis especialmente grave y constitucionalmente cualificada.

'a.4. Vacíos y ambigüedades de 9 régimen vigente.

3.!x.1. Indeterminación de los conceptos empleados.

La primera dlf!cult,ad rc_Ide en la falta de correspondenc!a entre los conceptos de

"delito grade" y "delito leve" del artículo 414 y la legislación penal vigente. El juez

debe trasladar categorías históricas a un ordenamiento penal contemporáneo

que no las utiliza como clasificación general.

5.42. Ausencia de ura regla sobre la sentencia penal ejecutoriada.

La legislación vigente no establece expresamente que, una vez existe sentencia

penal condenatoria ejecutoriada, el juez de familia debe tener por definidos el

cacho y la mspons .hil'oca panal.

de cosa uzg _.s .slo ación probatoria ofrecen

elementos para reconocer cLcha declslon, la falta de una disposición especial

permite que en la práctica se formulen nuevos cuestionamientos sobre los

hechos, la credibilidad cae la zíctima ola gravedad de la conducta.

El proyecto supera esta barrera mediante una regla limitada y proporcionada' no

presume la responsabilidad. no exonera con fundamento en una denuncia y no
convierte toda acusación en una causal automática. Exige una sentencia penai

condenatoria ejecutoriada, proferida después de un proceso en el que el

progenitor contó con presunción de inocenc'a, defensa, contradicción, recursos y

demás garantías del dchido proceso.

Cumplido eso presupuesto, el juez de familia no debe volver a decidir si el delito

existió o si el padre fue responsable. Su función se limita a verificar la sentencia, la

identidad de las partes, el vínculo familiar y que la víctima sea el mismo hijo o hija

a quien se pretende imponer la obligación.



3.4.3. Falta de un mecanismo procesal claramente identificado.

El artículo 414 regula la consecuencia sustantiva de la injuria, pero no establece

con precisión cómo debe alegarse, en qué momento, mediante qué

procedimiento ni qué autoridad puede aplicarla cuando se solicitan alimentos

provisionales.

Durante el trámite de la Sentencia C-412 de 2025, distintos intervinientes

advirtieron la falta de claridad sobre la vía procesal para acreditar el maltrato, la

ausencia de mecanismos para impedir la revictimización y la ambigüedad en la

valoración probatoria. Aunque estas observaciones no constituyen porsí mismas

la decisión de la Corte, evidencian un problema jurídico real que el legislador está

facultado para corregir.

3.4.4. Limitado desarrollo jurisprudencial y riesgo de decisiones dispares.

Los procesos de fijación, disminución y exoneración de alimentos son conocidos

por los jueces de familia en única instancia. Esta estructura busca celeridad, pero
disminuye las oportunidades de unificación mediante recursos ordinarios y

explica, en parte, la escasa jurisprudencia de tribunales y altas cortes sobre el

significado actual de la injuria grave y atroz.

En este escenario, una regla legislativa expresa contribuye a la igualdad en la

aplicación de la ley. Víctimas que se encuentren en idéntica situación no deberían

recibir respuestas diferentes dependiendo de la interpretación particular del juez
sobre expresiones heredadas de una legislación penal histórica.

3.5. Razones por las cuales debe especificarse expresamente la injuria atroz.

La incorporación expresa de los delitos sexuales parentales dentro del artículo 414

resulta necesaria por las siguientes razones.

La reforma conecta el Código Civil con la denominación vigente del bien

jurídico protegido por el Título IV del Libro Segundo de la Ley 599 de 2000.

De esta manera se supera la dependencia exclusiva de conceptos como

"delito grave" o "delito leve", cuya aplicación actual no es inequívoca.

+ El delito no solo afecta la libertad e integridad sexuales. Cuando lo comete

un progenitor, representa la inversión absoluta de su función de cuidado: la

persona encargada constitucional y legalmente de proteger al hijo utiliza

su posición familiar para vulnerarlo.



I _L

a La norma permitiría que todos los jueces y autoridades competentes

apliquen la misma consecuencia ante el mismo supuesto.

o La exoneración especial no surge de una mera afirmación, una denuncia o

una investigación en curso ya que requiere una condena ejecutoriada.

o Una vez probada la conducta bajo el estándar penal, la víctima no debe

asumir nuevamente la carca de demostrar la existencia del hecho, la

identidad del responsable y la gravedad de la agresión.

La regulac,on especial debe coex sbr con la Injuria grave, la injuria atroz

general y la exoneración por maltrato físico o psicoiógice reconocida por la

Ley 288 de 2024 y la Sentencia C-4i2 de 2025. Las víctimas que no cuenten

con una sentencia penal conservan la posibilidad de acreditar otras

causales mediante los medios probatorios legalmente admisibles.

4. Derecho comparado,

SI examen comparado evidencia que la obligación alimentaria entre ascendientes

y descendientes no es concebida en los ordenamientos estudiados como un

deber estrictamente automático, derivado exclusivamente del parentesco.

Aunque su fundamento se encuentra en la solidaridad y asistencia familiar,

diferentes legislaciones reconocen que el comportamiento gravemente lesivo de

quien reclama los alimentos puede justificar la reducción o extinción de la

prestación.

Ahora bien, los ordenamientos examinados no siguen un ánico modelo. Algunos

vinculan el cese de los alimentos con las causales de indignidad sucesora! o

desheredacion; ogros permiten al juez excluir la obligación cuando su exigencia

resulte manifiestamente Inlusta; algunos establecen consecuencias directas

cuando el progenitor ha perdido la responsabilidad parental; y otros atribuyen

efectos específicos a la existencia de una condena penal por delitos cometidos

contra la persona obligada a suministrar los alimentos.

Pese a sus diferencias, estos sistemas comparten una premisa: la solidaridad

familiar no puede exigirse de manera aislada del comportamiento de quien

pretende beneficiarse de ella. La comisión de delitos, el incumplimiento grave de

los deberes parentales, el abandono, el maltrato o una agresión grave contra el

obligado pueden destruir o debilitare! fundam entojurídico de la prestación.



El Código Civil y Comercial de la Nación Arqentina regula la obligación alimentaria

entre parientes y establece expresamente las circunstancias que producen su
terminación.

El artículo 554 dispone que la obligación alimentaria cesa cuando el alimentado

incurre en alguna causal de indignidad, .por !a muerte del obligado o del

alimentado, o cuando desaparecen los presupuestos que justificaban la

obligación. La pretensión de cese, aumento o reducción debe tramitarse por el

proced miento más breve previsto en la legislación local.

La importancia de este modelo se encuentra en la conexión normativa entre el

régimen de alimentos y las causales sucesorales de indignidad. El artículo 2281

considera indignos do suceder, entre otros, a los autores, cómplices o partícipes

de delitos doiosos contra la persona, el honor, la libertad, !a propiedad ola

integridad sexual dei causante o de sus descendientes, ascendientes, cónyuge,

conviviente o hermanos. La misma disposición ncluye a quienes hayan

maltratado gravemente al causante.

En consecuencia, el legislador argentino no se limita a utilizar conceptos abiertos

de mala conducta o ingratitud. Identifica expresamente la afectación de la

integridad sexual como una conducta incompatible con el mantenimiento de

de` ena c¡ familiares, ellos el derecho a recibir alimentos.crrr,ir :dos lo : f. os ;amil.G: . entre . c .

4.2. España: cese de a inentos por causas de desheredación y condenas por

delitos se,ua9es9.

El Código Civil españci establece en su artículo 143 la obl g^ iGn recíproca de

prestarse alimentos entre ascendientes y descendientes. Sin embargo, el artículo

152 reconoce distintas causales de cesación.

De acuerdo con el numeral 43 del artículo 152, la obligación de dar alimentos cesa

cuando el alimentista, tenga o no la condición de heredero forzoso, haya

cometido alguna de las conductas que dan lugar a la desheredación.

a

https://wv vv.argentina.gob.ar/normativa/nacional/c%C3%83digo-ci vil-y-comercial-de-la-na
ci° C3%B3n-235975/actualizacion

https:.//'wiw.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1889-4763&utm
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Para determinar el alcance de esta regla es necesario acudir al régimen sucesoral.

El artículo 852 establece que varias de las causas de indignidad para suceder

contenidas en el artículo 756 constituyen también justas causas de

desheredación. A su vez. el artículo 854, aplicable a padres y ascendientes,

incorpora las causas previstas en los numerales 1.°, 2.°, 3°, 5° y 6° del artículo 756,

además de la pérdida de la patria potestad, la negativa injustificada a suministrar

alimentos a los hijos y el atentado de un progenitor contra la vida del otro.

El numeral 2.° del artículo 756 incluye expresamente a quien haya sido condenado

por sentencia firme por delitos contra la libertad, la integridadmoral y la libertad e

indemnidad sexual, c Jancc la víctima sea el causante, su cónyuge, la persona

v nculada por una relación aná!og _ cc s°cc coso o -óguno de sus descendientes

o ascendientes.

De la ;ect_.va sistemática de estas normas se desprende que un padre o maclr

condenado mediante Sentencia firme por un delito contra la libertad o

indemnidad sexual de su hijo puede quedar comprendido en una causa de

desheredación y, por remisión del artículo 152.4, perder e! derecho a exigirle
alimentos.

El s'stema español se aserY _'i ee la propuesta . ,lomblana en varios elementos:

Reconoce que la nligación alimentaria puede cesar por una conducta

grave del benefici:eho.

Relaciona la percude del derecho con delitos contra a libertad e

indemnidad sexual.

Ocoma especial relevancia ala sentencia penal firme.

Permite que urea conducta sexual cometida por un ascendiente contra su

descendie^te produzca consecuencias patrimoniales familiares.

(_a diferencia principal radica nuevamente en la técnica normativa. España utiliza

una cadena de remisiones entre el régimen de alimentos, la desheredación y la

indignidad sucesora!. El proyecto colombiano busca establecer la consecuencia

directamente en el artículo 414 del Código Civil.

5. Contenido y alcance del proyecto de ley.

El presente proyecto de ley tiene como propósito establecer una consecuencia

civil expresa frente a una de las formas más graves de incumplimiento de los

deberes parentales, consistente en la comisión, por parte dei padre o la madre, de

delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales en perjuicio de su

propio hijo o hija.



rTTT1 Rw a

k s
-

c.

La iniciativa adiciona el artículo 414 del Código Civil para establecer que estas

conductas constituyen un tipo de injuria atroz, en el evento de que hayan sido

cometidas por el padre o la madre biológico, adoptante o de crianza contra su hijo

o hija biológico, adoptivo o de crianza. Por tanto, cuando exista sentencia penal

condenatoria ejecutoriada, cesará total y definitivcmí n'e la obligació

hija de suministrar alimentos al progenitor condenar. .

El proyecto parte de la estructura actualmente prov sta e' e arrícLilo 4 -+ del

Código Civil, que distingue entre la injuria grave y la injuria atroz. Mientras la

primera puede limitar el derecho del alimentario á recibir únicamente lo

necesario para la subslstencla, la segunda oroduce la cesación completa de la

obligación alimentarla. La Iniciativa no elimina ni reemplaza este régimen general,

sino que identifica expresamente una hipótesis que, por su especial gravedad,

fierre ser rec i c: da. r,`n J ,__camenrz co c n Loo de Iniurla atroz.

Desde el punto d: .,is_:a s'.astamivo, la define que los delitos sexuales

cometidos por el progenitor contra su hijo extinguen e. fundamento de la

solidaridad fami1 ar cue permitiría reclamar alimentos. Desde el punto de vista

procesal, establece cómo puede alegarse la causal, cuáles soné los elementos que

debe ver icar la autoridad competente, qué efectos produce la sentencia penal

ejecutor ada y cómo debe evitarse la revictimización durante la actuación judicial

o administrativa.

La iniciativa también regula su aplicación respecto de procesos en curso y

obligaciones alimentarias previamente reconocidas, establece medidas

institucionales para los padres o madres condenados que se encuentren en

bil a ` ¡ r lasituación de r,ulnera i.iud . y .-a creerlos e int rpretac o.i orientados por .

dionidad humana, los derechos de las víctimas y la prohibición de revictimización.

La exoneración especial presista en el proyecto surge únicamente cuando existe

.,.na Sentencia penal condenatoria e ecutonada, requisito que garantiza que la

responsa'roilidad del progenitor haya sido establecida dentro de un proceso penal

con observancia de la presunción de inocencia, el derecho de defensa, la

contradicción probatoria, el jue_ natural y los recursos legalmente procedentes.

A partir de esa decisión definitiva, el proceso de alimentos no podrá convertirse en

un escenario para volver a juzgar la existencia del delito ni la responsabilidad

penal del progenitor. La autoridad judicial o administrativa deberá limitarse a

verificar que la sentencia corresponda al supuesto previsto por la ley y que la

víctima del delito sea el mismo hijo o hija a quien se pretende imponer la

obligación alimentaria.



La iniciativa se circunscribe a una hipótesis objetiva de máxima gravedad,

consistente en la existencia de una sentencia penal condenatoria ejecutoriada

que declare que el padre o la madre cometió contra su propio hijo o hija un delito

contra la libertad, integridad yformación sexuales.

El articulado armoniza .a protección de la familia con la dignidad humana, el

debido proceso, la igualdad entre las formas de filiación, los derechos de las

víctimas, la protección reforzada de los niños, niñas y adolescentes y los deberes

estatales frente alas personas mayores o vulnerables.

H. Antecedentes de la iniciativa

La revisión de proyectos Congreso d i;caos proy pos ar_ ley tra r7 ta os n el Coi gr la Rep ,k

permite concluir que existen antecedentes legislativos relacionados con la

exoneración de la obligación alimentaria de los hijos r=especto de sus padres,

particularmente en situaciones de abandono, incumplimiento grave de los

deberes parentales y maltrato físico o psicológico. Sin embargo, no se identificó

un proyecto anterior que regle específicamente la exoneración por delitos contra

la libertad, integridad y formación sexuales cometidos por el padre o la madre

contra su propio hijo o hija.

El antecedente más cercano es el Proyecto de Ley 33 de 2024 Senado, mediante

el ,cual se propuso modificar el artículo 411 del Código Civil para exonerar a los

descendientes de suministrar alimentos a los ascendientes que los hubieran

abandonado o hubieran incumplido sus obligaciones derivadas de la

responsabilidad parental. La iniciativa partía de considerar que el parentesco no

podía ser el único fundamento de la obligación alimentaria cuando el padre o

madre había incumplido previamente sus deberes de cuidado, protección y

sostenimiento. El proyecto fue archivado por tránsito de legislatura en junio de
2025.

Esta propuesta fue retomada mediante el Proyecto de Ley 334 de 2025 Senado,

que planteó modificar los artículos 411 y 414 del Código Civil para establecer

causales de exoneración por abandono o incumplimiento grave y reiterado de la

responsabilidad parentai. Aunque este proyecto compartía la finalidad general de

impedir que un progenitor incumplido reclamara posteriormente alimentos a sus

pijos, no regulaba específicamente la violencia sexual, no exigía una sentencia

penal condenatoria ejecutoriada y tampoco establecía mecanismos dirigidos a

evitar la revictimización. La iniciativa igualmente fue archivada.
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lfl. Impacto fiscal

Sobre el contenido y alcance de la previsión del impacto fiscal en los proyectos de

ley la Honorable Corte Constitucional ha precisado: Las obligaciones previstas en

el artículo 7° de la Ley 819/03 constituyen un parámetro de racionalidad legislativa,

que está encaminado a cumplir propósitos constitucionalmente valiosos, entre

ellos el orden de las finanzas públicas, la estabilidad macroeconómica y la

aplicación efectiva de las leyes. Esto último en tanto un estudio previo de la

compatibilidad entre el contenido del proyecto de ley y las proyecciones de la

política económica, diminuye el margen de incertidumbre respecto de la

ejecución material de las previsiones legislativas. El mandato de adecuación entre

la justificación de los proyectos de ley y la planeación de la política económica.

empero no ocede comp`enderse como un requisito de tramite para la

aprobación de la_ iciati';as legislativas, cuyo cumplimiento recaiga

_eXciusivamente en el Congreso.

(1) el Congreso carece de las instancias de evaluación técnica para determinar el

impacto fiscal de cada proyecto, la determinación de las fuentes adicionales de

financiación y la compatibilidad con el marco fiscal de mediano plazo. (ii) aceptar

una interpretación de esta naturaleza constituiría una carga irrazonable para el

Legislador y otorgaría un poder correlativo de veto al Ejecutivo, a través del

Ministerio de Hacienda, respecto de la competencia del Congreso para hacer las

leyes. Un poder de este carácter, que involucra una barrera en la función

constl ucionai de producción normutlva, se muestra incompatible con el balance

entre los poderes p.áclicos y el principio democrático.

Si se considera dicho mardato como un mecanismo de racionalidad legislativa, su

cumplimiento corresponde inlcialimente al Ministerio de Hacienda y Crédito

Público, una vez el Congreso ha valorado, mediante las herramientas que tiene a

su alcance, .a compatibilidad entre los gastos que genera la ir e ativa legislativa y

as proyecciones de la poiitica economlca trazada por el Gobierno. ASÍ, SI el

Ejecutivo considera que las cámaras han efectuado un análisis de impacto fiscal

erróneo, corresponde al citado Ministerio el deber de concurrir al procedimiento

legislativo, en aras e II'._larrar al Congreso sobre las consecuencias económicas del

proyecto.

En consecuencia, el proyecto no ordena apropiaciones presupuestales, no

establece subsidios, no impone cargas económicas a entidades estatales y no

modifica la estructura administrativa del Estado.



IV. Causales de impedimento

Dando alcance a lo establecido en el articulo 3 de la Ley 2003 de 2019, "Por la cual

se modifica parcialmente la Ley 5 de 7992", se hacen las siguientes
consideraciones a fin de describir las circunstancias o eventos que podrían

generar conflicto de interés en la discusión y votación de la presente iniciativa

legislativa, de conformidad con el artículo 286 de la Ley 5 de 1992, modificado por

el artículo 1 de la Ley 2003 de 2019, a saber:

`ARTÍCULO 286. Régimen de conflicto de interés de los congresistas. Todos los

congresistas deberán declarar los conflictos de intereses que pudieran surgir en el

ejercicio de sus funciones.

Se entiende como conflicto de interés una situación donde la discusión o votación de

un proyecto de ley o acto legislativo o artículo, pueda resultar en un benéficio

particular, actual y directo a favor del congresista.

a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea

indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las

que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas que afecten

investigaciones penales, disciplinarias, ifscales o administrativas a las que se
encuentre formalmente vinculado.

b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias

presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la decisión

c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del

congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes

dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.

Para todos los efectos se entiende que no hay conflicto de interés en las siguientes

circunstancias:

a) Cuando el congresista participe, discuta, vote un proyecto de Ley o de acto

legislativo que otorgue beneficios o cargos de carácter general, es decir cuando el

interés de/congresista coincide o se fusione con los intereses de los electores.

b) Cuando el beneficio podría o no conifgurarse para el congresista en el futuro.

c) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o acto

legislativo de carácter particular, que establezcan sanciones o disminuyan beneficios,

en el cual el congresista tiene un interés particular, actual y directo. El voto negativo
no constituirá conflicto de interés cuando mantiene la normatividad vigente.
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d1 Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o acto

legislativo de carácter particular, que regula un sector económico en el cual el

congresista tiene un interés particuiar, actual y directo, siempre y cuando no genere

beneficio particular, directo y actual.

e) Cuanuo el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de Joyo acto

legisiativo que tratan sobre los sectores económicos de quienes fueron financiadores

de su campaña siempre y cuanáo no genere beneficio particular, áirecto y actual

paro el congresista. El congresista deberá hacar saber por escrito que el articulo o

proyecto beneficio a financiadores cre su campaña. Dicha manifestación no requerirá
discusión ni votación.

f Cuando al congr s;rcc pa, tic1oo c; io e eccion do otros servidores públicos

mediante el voto secreto. Se exceptúan los casos en que se presenten inhabüidaáes

referidas al parentesco con los candidatos.

P'APÁCPA, C ). Enriéndasn cor son ficto de inrrores moral aquel que presentan Os

congros;Stos cuando por rayones do canc encia se aclera,n apartar de la discu'SJan y

ímacion do proyecto.

PAPA _PASO 2. Cuando _e `'ate de tuní: coas jucóciales, diSciplir";arios a fiscales de loS

con gresistos, sobre ccnf!icto Oc 'nteres se aplicará la norma especial que rige ese tipa

oc ínvestigacián.

PAP4CPAFO 3. lgualmeents se apicara el régimen de confl'cto de intereses parca

todas y ca'cO' u'?o 'b.'e lar actores aun pros n o?n. discutan o partir/Den de c • fciu _ +

Iniciad✓a it ir _. `'1'n _ c c ' .. _,:c _ 7°3 ,_ .cl ! F-y 5 Jc 002.

rO t ` .,Y' O c rlierl : I ? ' rl C)r^vJ .CL _ ¡Ci C7cnora CCC^i 005 Che '1:eres para su

discusión y Votación. Ni r obstante Ío anterior, es menester precisar que la

descripción de los posibies conflictos de interés que se puedan presentar frente

al trámite o votación del presente Proyecto de Ley, conforme a lo dispuesto en el

artículo 291 de la Ley 5 de 1992 n-.nn;ficado por la Ley 20O3 de 2019, no exime a!

_, o O 'cc! i`, ,.. , _ _.i -s :gin Íes que pueda estar inmerso.

:O'cila':'ncO o

3ONATHAi UL;DO HEPNÁNDEZ

SE, OR DE L.A. REPÚBLICA,
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